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S E N T E N C I A Nº 000140/2015  
 

MAGISTRADO QUE LA DICTA: D/Dª MARIA CRISTINA LOPEZ DE HARO 
MARTIN 

Lugar: VALENCIA 
Fecha: dos de junio de dos mil quince 

 
PARTE DEMANDANTE: CONCEPCION SANCHEZ PEREZ 
Abogado: 
Procurador: BALLESTER GOMEZ, ISABEL 

 
PARTE DEMANDADA BANKIA SA 
Abogado: FONT BARONA, JOSE LUIS 
Procurador: GIL BAYO, ELENA 

 
OBJETO DEL JUICIO: Ordinarios 

 

 
Vistos por la Ilma. Sra. DÑA. Mª CRISTINA LÓPEZ DE HARO 

MARTÍN, Magistrada-Juez del Juzgado de Primera Instancia Número 
21 de los de Valencia y su Partido, los presentes autos de juicio 
ORDINARIO Nº 1165/2014, seguidos a instancia de DÑA. CONCEPCIÓN 
SÁNCHEZ PÉREZ, representada por la Procuradora de los Tribunales, 
Sra. Ballester Gómez contra BANKIA S.A., representada por la 
Procuradora de los Tribunales, Sra. Gil Bayo, procede dictar la 
siguiente resolución, 

 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 
PRIMERO.- Por turno de reparto correspondió a este Juzgado 

demanda de juicio ordinario interpuesta por la Procuradora Sra. 
Ballester Gómez en la indicada representación, contra la indicada 
demandada, basándose en los hechos que constan en la misma y que 
se dan por reproducidos y después de alegar los fundamentos que 
estimó de aplicación, terminó solicitando que previos los trámites 
legales, se dictase sentencia en el sentido establecido en el 
suplico de su demanda. 



SEGUNDO.- Admitida a trámite la demanda, se emplazó a la 
demandada para que en el término de veinte días, se personase y 
la contestase, lo cual verificó la Procuradora Sra. Gil Bayo, 
oponiéndose a la demanda, en base a los hechos que constan en su 
escrito de contestación y que se dan por reproducidos, y después 
de alegar los fundamentos que se estimó de aplicación, se terminó 
solicitando que previos los trámites legales se dictase sentencia 
desestimando íntegramente la demanda, se absuelva a sus 
representada de los pedimentos contra  ella formulados de 
contrario, con expresa imposición de costas a la parte actora. 

 
TERCERO.- Se convocó a las partes a la audiencia previa, 

comparecidas las partes se comprobó que el litigio subsiste entre 
ellas, resolviendo las cuestiones procesales alegadas, por lo que 
cada parte se pronunció sobre los documentos aportados de 
contrario, en virtud del artículo 427 de la LEC, tras lo cual se 
procedió a la fijación de los hechos no existiendo conformidad de 
las partes por lo que se abrió el periodo de proposición de prueba 
en base al artículo 429 de la LEC. Una vez admitidas las pruebas 
pertinentes y útiles, por los motivos que obran en autos, se dio 
traslado a las partes para escrito de conclusiones, quedando 
mediante diligencia de fecha 28 de mayo de 2015, los autos para 
resolver. 

 
CUARTO.- En la tramitación de la presente causa se han 

observado, en lo esencial, las prescripciones legales. 
 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 
PRIMERO.- La parte actora presentó demanda contra Bankia 

S.A., en la que suplicaba fuera dictada Sentencia, por la que se 
declare, con carácter principal, la nulidad de pleno derecho del 
contrato de depósito o administración de valores y suscripción de 
acciones Bankia por dolo o error en el consentimiento, con 
restitución recíproca de prestaciones más intereses legales desde 
la fecha de sus cargos y abonos, y subsidiariamente ejercita la 
acción de anulabilidad o nulidad relativa, ejercitando con 
carácter subsidiario las acciones que constan en el suplico de la 
demanda. Y ello, en base a que los hechos que se exponen en el 
escrito de demanda, y a causa de la suscripción en acciones de la 
demandada por importe de 30.000 euros, en fecha 8 de julio de 2011 
materializándose la suscripción el 19 de julio de 2011. 

 
La parte demandada se opuso a la demanda, alegando en primer 

lugar, prejudicialidad penal, y en cuanto al fondo, se opuso a la 



misma por las razones que constan en autos, y que se dan por 
reproducidas. 

 
SEGUNDO.- Con carácter previo, dado que ya fue resuelto en 

la vista, únicamente dejar constancia de que planteada por la parte 
demandada, la necesaria suspensión de la vista por prejudicialidad 
penal, esta petición fue denegada, en base a los argumentos 
contenidos en el Auto de fecha 1 de diciembre de 2014, dictado por 
la Sección Séptima de la Ilma. Audiencia Provincial de Valencia. 

 
Dicho lo anterior, y de la abundante documental unida a los 

autos, se acredita que efectivamente (tampoco se negaba por la 
parte demandada), la demandante adquirió el 8 de julio de 2011, 
acciones Bankia por importe de 30.000,00 euros, compra efectiva 
el 19 de julio de 2011, por el valor de salida de la emisión de 
3,75 euros fijados por Bankia en su oferta (doc. 4 y 5 demanda, 
doc. 3 y 6 contestación), cuyo valor a día de hoy, y después del 
Split 1/100 realizado en el mes de abril de 2013, ha quedado 
absolutamente reducido. Se aporta resumen folleto de la OPS 
Bankia, en el que se describen las principales características y 
los riesgos esenciales asociados al emisor y a los valores objeto 
del documento de registro, entre los que se encuentra, en el 
apartado 1.1, como factores de riesgo específicos de Bankia, que 
con fecha 3 de diciembre de 2010, el FROB suscribió participaciones 
preferentes convertibles en acciones emitidas por Banco 
Financiero y de Ahorros (matriz de Bankia), y que dichas PPC no 
han sido traspasadas a Bankia. En el supuesto de que acaeciese 
cualquiera de los supuestos que facultan al FROB para instar la 
conversión podría ocurrir que el FROB pasase a convertirse en un 
accionista significativo e, incluso, mayoritario o de control, de 
Banco Financiero y de Ahorros y, de forma indirecta, del Banco, 
pudiendo ejercer una influencia significativa en la gestión y 
gobierno del Banco. Asimismo, Banco Financiero y de Ahorros 
como accionista principal de Bankia podría verse obligado a vender 
parte o toda su participación en Bankia a requerimiento del FROB. 
Junto al resto de riesgos específicos de Bankia, asociados al 
sector en que opera Bankia, asociados al entorno macroeconómico 
en el que opera Bankia, y los factores de riesgo relativos a los 
valores ofertados, se recoge información sobre el emisor, haciendo 
constar que Bankia es una sociedad de nacionalidad española, con 
carácter mercantil, que reviste la forma de sociedad anónima y 
tiene la condición de Banco (doc. 8 contestación). Y 
posteriormente, y es notorio se emite comunicación por Bankia el 
25 de mayo de 2012, por la que se informa que el Consejo de 
Administración procedió, en sesión de ese día, a la reformulación 
de las cuentas anuales, individuales y consolidadas 
correspondientes al ejercicio 2011, comunicación emitida por 
Bankia el 25 de mayo de 2012, por la que se informa que en relación 



a las cuentas reformuladas, se hace constar que las modificaciones 
en ellas contenidas, son resultado de circunstancias sobrevenidas 
e información obtenida con posterioridad al cierre del ejercicio, 
comunicación emitida por Bankia el 25 de mayo de 2012, por la que 
se informa que el grupo Banco Financiero y de Ahorro-Bankia, en 
el marco del requerimiento efectuado por el Banco de España al 
amparo del Real Decreto Ley 2/2012, así como de las nuevas 
exigencias del Real decreto-Ley 18/2012, Banco Financiero y de 
Ahorro ha comunicado al Banco de España y al Ministerio de Economía 
y Competitividad que solicitará una aportación de capital al FRB 
por importe de 19.000 millones de euros, en el plan de 
recapitalización a presentar por la entidad. Por la parte 
demandada, se aporta Auto de fecha 4 de julio de 2012, dictado por 
el Juzgado Central de Instrucción nº 4 de la Audiencia Nacional, 
en cuyos hechos primero y segundo, realiza un relato cronológico 
de hechos aceptados, y que se dan por reproducidos, así como los 
informes que han sido presentados en dicho Juzgado. 

 
En base a todo ello, y volviendo al Auto citado dictado por 

la Sección Séptima de la Audiencia Provincial de Valencia, de fecha 
1 de diciembre de 2014, en su hecho tercero expone: “TERCERO.-En 
base a la documental aportada por el demandante y que la demandada 
ha asumido, a la propia documental de ésta, así como a la existencia 
de hechos notorios que no necesitan prueba, podemos efectuar un 
indiciado, breve y resumido relato de hechos necesario y 
suficiente para resolver lo que nos ocupa. Aclarando que los hechos 
notorios que utilizamos se permiten en el Art. 281.4 de la Lee al 
decir: "4. No será necesario probar los hechos que gocen de 
notoriedad absoluta y general." A ellos alude la jurisprudencia 
del TS entre otras en: STS, Civil sección 1 del 12 de junio de 2007 
(ROJ: STS 4444/2007) en su FJ. Segundo se encuentra una definición 
del hecho notorio: "(...) la apreciación de notoriedad hace 
innecesaria la prueba, pues los hechos notorios (que según 
definición clásica son "aquellos hechos tan generalizadamente 
percibidos o divulgados sin refutación con una generalidad tal, 
que un hombre razonable y con experiencia de la vida puede 
declararse tan convencido de ellos como el juez en el proceso 
mediante la práctica de la prueba" no es preciso probarlos, y así 
lo vino reconociendo la jurisprudencia (SS., entre otras, 20 
sept,1988, 5 feb. 2001,30 nov. 2004), y así lo establece laLEC 2000 
en el art. 281,4-"no será necesario probar los hechos que gocen 
de notoriedad absoluta y general"-. 

-STS, Civil sección 1 del 26 de abril de 2013 (ROJ: STS 2247/2013). 

Este relato resumido sería en esencia:.. 

1º.- Con fecha de 28 de junio-de 2011 la Junta General de 
Accionistas  y  el  Consejo  de  Administración  de  BFÁ  y, 



posteriormente, la Junta General de Accionistas y el Consejo de 
Administración de BANKIA, adoptaron los acuerdos necesarios para 
poner en marcha la salida a bolsa de BANKIA mediante la realización 
de una Oferta Pública de Suscripción y Admisión de Negociación 
deAcciones(OPS). 

 

2°.- Para ello confeccionó un tríptico publicitario (doc. 3.1) y 
emitió un "Folleto informativo" de la oferta pública de 
suscripción y admisión a negociación de acciones de Bankia 
SA, (doc. 3.2) registrado en la CNMV en fecha 29 de junio de 
2011, presentando la operación como un reforzamiento de los 
recursos propios, a fin de realizar una "aplicación adelantada" 
de nuevos y exigentes estándares internacionales, que 
contribuiría a potenciar el prestigio de la entidad. En el 
propio Folleto se indicaba que, debido a la reciente 
integración de las distintas Cajas, la única información 
consolidada y auditada disponible eran los estados financieros 
intermedios resumidos de "Grupo Bankia" correspondiente al 
trimestre cerrado a 31 de marzo de 2011. 

 

3°.- Bankia salió efectivamente a bolsa el día 20-7-2011, 
emitiendo 824.572.253 nuevas acciones de 2 euros de valor 
nominal y una prima de emisión por acción de 1,75 euros (en total 
3,75 euros por acción), siendo la inversión mínima exigida de 
1.000 euros. Implicaba una ampliación del capital de 1.649 
millones de euros con una prima de emisión de 3.442 millones 
de euros. 

 

4°.- Ese mismo día, 20-7-2011 el presidente de Bankia, Sr. Alejo, 
efectuó un discurso en la Bolsa de Madrid afirmando que "estar hoy 
aquí es, en sí mismo, todo un éxito". Subrayó que "la salida al 
mercado de Bankia se ha considerado un punto de referencia del 
sector bancario español" y, tras dar las gracias a "los 347.000 
nuevos accionistas de Bankia y a los 11 millones de personas que 
siguen depositando su confianza en nosotros", manifestó que "la 
salida a Bolsa es una decisión estratégica porque hace más fuerte 
a nuestra entidad y consolida su papel de liderazgo en la banca 
universal española". A continuación, el Sr Alejo se refirió a que 
BANKIA tenía "unas premisas de gestión muy claras, centradas en 
la solvencia, la gestión rigurosa de riesgos en todas las fases 
del ciclo y la eficiencia y austeridad de costes". Y añadió que 
"así es como Bankia pretende crecer y crear rentabilidad de forma 
sostenible y esto se traducirá en valor para nuestros nuevos 
accionistas". Respecto a las premisas con las que partía Bankia, 
hizo referencia a que "la solvencia, el talento, una gestión 
rigurosa de riesgos y una política eficiente en los costes" eran 
las bases sobre las que partía la nueva andadura de la entidad 
financiera, que contaba con un posicionamiento "de primer nivel" 
una cuota de mercado del 10% y 281 mil millones de activos, 
"suficientes  para  acceder  a  los  mercados  financieros 



internacionales". Este discurso fue ampliamente difundido en la 
prensa, radio, y en diferentes cadenas de TV. 

 

5º.- En fecha 21-11-2011 el Consejo de Administración de Banco de 
Valencia, SA, filial de Bankia, solicitó la intervención del Banco 
de España, lo que se llevó a cabo, descubriéndose activos 
problemáticos por importe de 3.995 millones de euros( el 18,5% del 
total), pasando así a ser el primer banco nacionalizado de los 
varios que lo serían después. Pasó a ser administrado por si FROB 
con el objetivo de estabilizarlo y recapitalizarlo y hacer posible 
una posterior enajenación a otra entidad mediante un proceso 
competitivo. 

 

6º.- El 8-12-2011, la EBA (European Banking Authoríty) comunicó 
a través del Banco del España que las necesidades adicionales de 
capital para el "Grupo Bankia" se situaban en 1.329 millones de 
euros sobre datos de septiembre de 2011, que debían ser cubiertos 
a finales de junio de 2012. Atendiendo a dicha solicitud el 
20-1-2012 el "Grupo BANKIA-BFA" presentó un Plan de Capitalización 
al Banco de España, previa su aprobación por el consejo de 
administración de BFA. En dicho Plan se recogían las medidas de 
capital que iba a adoptar el "Grupo" para cubrir las necesidad de 
capital identificadas, que incluían la conversión de las 
participaciones preferentes del FROB en instrumentos de capital 
y otras medidas como la venta de activos no estratégicos y mejoras 
de los activos ponderados por riesgo. 

 

7°.- No obstante, el mensaje que se seguía trasladando por Bankia 
y por si BFA a los inversores era de máxima tranquilidad. En el 
Hecho relevante comunicado por BFA a la CNMV el día 8-12-2011, 
expresamente se indicaba que la reciente ampliación de capital, 
con una captación de recursos de 3,092 millones de euros, hacía 
que la entidad se encontrara en un "cómoda situación de solvencia". 

 

8°.- Una vez pasado ya el plazo legal de presentación de las cuentas 
anuales aprobadas y auditadas por BANKIA y por BFA, Bankia procedió 
el 4-5-2012 a remitir a la CNMV las "Cuentas Anuales Individuales" 
correspondientes al ejercicio cerrado a 31 de diciembre de 2011 
y las "Cuentas Anuales Consolidadas" de dicho ejercicio, pero sin 
auditar y a través de un "hecho relevante". En las citadas cuentas 
anuales se incluía, un beneficio de 305 millones de euros (304,748 
euros exactamente) o bien un beneficio de 309 millones 
considerando que las denominadas cuentas "pro forma", contemplan 
diversos ajustes realizados en el perímetro de negocio final. 
Dichos resultados eran, aparentemente, coherentes y consistentes 
con los resultados contables publicados de cara a la salida a bolsa 
e incluso con los resultados que la propia BANKIA había difundido 
respecto del tercer trimestre del ejercicio 2011, en los que la 



citada entidad informaba que el resultado atribuido al Grupo 
acumulaba 295 millones de euros en septiembre de ese año. 

 

9°.- El día 7-5-2012, el entonces presidente de la entidad, dimitió 
y comunicó su intención de proponer a la Junta de BFA la designación 
del Sr. Isaac, reiterando la confianza en la fortaleza de la 
entidad. 

 

10º.- Dos días después, el día 9-5-2012, ya nombrado Don. Isaac, 
éste pidió la intervención del BFA a través del Fondo de 
Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB), que adquirió el 100% 
de BFA y el 45 % de Bankia. 

 

11º.- A pesar de la toma de control por parte del FROB y la 
renovación del equipo directivo de la entidad, la cotización de 
BANKIA seguía en caída, llegando a perder por momentos más de un 
30 % el día 17 de mayo 

 
12º.- El día 25-5-2012, Bankia comunicó a la CNMV la aprobación 
de unas nuevas cuentas Anuales del ejercicio 2011, esta vez 
auditadas, en las cuales se reflejaban unas pérdidas de 2,979 
millones de euros, frente a los 309 millones de beneficio 
declarados, y sin auditar, apenas 20 días antes. 

 
A la vista de la incertidumbre generada por estas nuevas cuentas 
y la caída de la cotización, a primera hora del viernes 25-5-2012, 
la CNMV suspendió la cotización de lasacciones de BANKIA a petición 
de la propia entidad (el día anterior había cerrado a 1,57 euros, 
menos de la mitad del precio de salida que fueron 3,75 euros 
poracción, el 20-7-2011). 

 

En la tarde del mismo día Bankia solicitó una inyección de 19.000 
millones de euros para recapitalizar BFA, matriz de BANKIA (de los 
que 12.000 serán para esa entidad). Estos 19.0000 millones sumados 
a los 4.465 millones ya concedidos, ofrecían la cantidad de total 
de 23.465 millones de fondos públicos, convirtiendo este recate 
en el mayor de la historia de España y uno de los mayores de Europa. 
Los 4.465 millones de euros citados, eran el importe de 
participaciones preferentes que el FROB había suscrito y 
desembolsado en diciembre de 2010 cuando se creó el BFA y este 
aprobó la emisión de participaciones preferentes por tal importe, 
que después pasó a Bankia en mayo de 2011 autorizándose por el FROB 
que se convirtiesen en capital”. 

 

TERCERO.- En ese relato de hechos, y según la Sentencia 
dictada por la sección Novena de la Ilma. Audiencia Provincial de 
Valencia, de fecha 29 de diciembre de 2014, “El producto financiero 
suscrito por los actores son acciones, instrumentos de inversión 
regulados en la Ley de Mercado de Valores de 1988 que expresamente 



en su artículo 2 las menciona como objeto de su aplicación. La 
normativa del mercado de capitales se estructura sobre un pilar 
básico, cual es, la protección del inversor, al estar ante un 
mercado de negociación de títulos de riesgo, y las acciones, como 
valor representativo de parte del capital social de una entidad 
mercantil, son producto de riesgo. Tal fundamento legal tiene su 
reflejo más inmediato y trascendente en el principio de 
información, esencial para un mercado seguro y eficiente, 
significativo de que las decisiones inversoras se tomen con pleno 
conocimiento de causa. Se impone a las entidades que ofertan tales 
valores prestar una información fidedigna, suficiente, efectiva, 
actualizada e igual para todos. En el caso presente, es de resaltar 
por su gran relevancia y transcendencia solutiva, que nos 
encontramos ante una Oferta Púbica de Suscripción (OPS) y Admisión 
a Negociación de Acciones, definida en el artículo 30 bis de la 
Ley Mercado de Valores, (“..toda comunicación a personas en 
cualquier forma o por cualquier medio que presente información 
suficiente sobre los términos de la oferta y de los valores que 
se ofrecen, de modo que permita a un inversor decidir la 
adquisición o suscripción de estos valores”). El legislador impone 
para dicha vía de financiación de las sociedades anónimas, un deber 
especifico y especial de información, regulado de forma 
exhaustiva, cual es, la publicación de un “folleto informativo”, 
confeccionado por el emisor, quién, a su vez, debe aportar a una 
autoridad pública, al caso, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores (en adelante CNMV), para ser aprobado y registrado como 
requisito indispensable para poder realizarse la oferta pública 
de suscripción (artículo 30-2). Por consiguiente, el folleto 
informativo se revela como un deber esencial constituyendo el 
instrumento necesario e imperativo por el cual el inversor va a 
tener y conocer los elementos de juicio, necesarios y suficientes, 
para decidir la suscripción de tales acciones. Estando a la 
redacción vigente cuando se emiten las nuevas acciones por Bankia 
SA objeto de oferta pública (Junio 2011), tanto del artículo 27 
de la Ley de Mercado de Valores como el artículo 16 del RD 2010/2005 
de 4 de noviembre de 2005 que desarrolla dicha Ley, en materia de 
admisión a negociación de valores en mercados secundarios 
oficiales, de ofertas públicas de venta o suscripción, fijan el 
contenido del folleto informativo en armonía con la Directiva 
2003/71 del Parlamento Europeo y del Consejo de 4 de noviembre de 
2003, sobre el folleto que debe publicarse en caso de oferta 
pública o admisión a cotización de valores y que modifica la 
Directiva 2001/34 (Directiva del folleto). De este cuerpo legal, 
destacamos ahora por su pertinencia, como elemento primario y 
relevante objeto de esa “información suficiente” a dar al público, 
los riesgos del emisor, explicitados en los “activos y pasivos, 
la situación financiera, los beneficios y pérdidas, así como las 
perspectivas del emisor” (artículo 27-1); con ello, el fin no es 



otro que el inversor evalúe la situación económica de la sociedad 
anónima que le oferta pasar a ser accionista, determinante a la 
hora de decidir si invierte o no, es decir, suscribe tales valores 
ofertados públicamente (artículo 16 y 17 del RD 2010/2005) y la 
citada Directiva 2003/71 regla tal deber como información 
necesaria para que el inversor pueda hacer una evaluación con la 
suficiente información de los activos y pasivos, situación 
financiera, beneficios y pérdidas (artículo 6 de la mentada 
Directiva) del emisor. Además, el inversor tiene la garantía 
jurídica y confianza -dado que esos datos del folleto son 
confeccionados por el emisor- que un organismo de supervisión, 
control y regulador del mercado de valores, ha verificado la 
aportación instrumental (cuentas contables) de la sociedad 
emisora y que el contenido del folleto es acorde y coherente con 
las mismas y que va ser comprendido y entendido de forma accesible 
por el inversor y sólo con su aprobación puede autorizarse dicha 
emisión de oferta pública. En tal tesitura y con esas directrices 
legales, resulta evidente que los datos económico financieros del 
emisor deben ser reales, veraces, objetivos y actualizados y la 
propia ley del Mercado de Valores fija en su artículo 28 la 
responsabilidad por la información del folleto y obliga al autor 
del folleto informativo (artículo 28-2) a declarar que -a su 
entender- los datos son conformes a la realidad y no se omiten 
hechos que “por su naturaleza pudiera alterar su alcance”, fijando 
el artículo 28-3 (desarrollado en el artículo 36 del RD 1310/2005) 
una responsabilidad específica por los daños y perjuicios que 
cause a los titulares de los valores adquiridos, como consecuencia 
de que las informaciones explicitadas en el folleto sean falsas 
o por omisiones de datos relevantes del folleto, atribuible a los 
firmantes del folleto, sus garantes, emisores y sus 
administradores, no siendo ésta la acción entablada en la demanda 
iniciadora al actual procedimiento, sino que es la de nulidad 
contractual por vicio estructural (artículos 1265, 1266 y 1300 
Código Civil) no excluida ni eliminada, obviamente, en el texto 
normativo referenciado, pues al fin y al cabo, la suscripción de 
nuevas acciones es un negocio jurídico que debe cumplir los 
requisitos de validez de todo contrato y en especial consideración 
a los que validan la emisión del consentimiento como elemento 
esencial de su perfeccionamiento. Por último, para culminar este 
fundamento, es de precisar, que la acción como instrumento 
financiero no es un producto de inversión complejo -como 
certeramente califica la sentencia de instancia-, por tanto, ya 
en su suscripción (mercado primario) ya en su compra (mercado 
secundario), no son necesarias las exigencias informativas de 
mayor rigor y nivel que la Ley del Mercado de Valores impone para 
productos complejos; en concreto, ante las alegaciones de los 
demandantes apelantes, no resulta preceptiva la necesidad de 
practicar un test de conveniencia, excluido expresamente por el 



legislador, como así fija expresamente el artículo 79 bis 8 de la 
mentada Ley, recogiendo las directrices de la Directiva 2006/73. 
La clara razón o fundamento de ello es que son productos fácilmente 
liquidables a precios públicamente disponibles, evaluados por un 
sistema independiente al emisor y, además, productos medianamente 
comprendidos en sus características por los inversores. La 
carencia de relación contractual entre litigantes de un contrato 
de gestión de cartera o de asesoramiento en materia de inversiones, 
excluye, igualmente, la necesidad de la práctica del test de 
idoneidad”. 

 

En base a lo anterior, debe examinarse las acciones 
ejercitadas, en relación a la solicitud de nulidad radical de los 
contratos, no puede aceptarse este argumento, por cuanto el 
incumplimiento de los deberes antes apuntados por parte de la 
entidad demandada con respecto al cliente consumidor no conlleva 
la nulidad absoluta o radical del contrato, pues dicha 
consecuencia no viene impuesta en la citada normativa. El único 
efecto que tal incumplimiento puede producir habrá de valorarse 
en cuanto a la pretensión de anulación del contrato por concurrir 
un vicio del consentimiento; es decir, la falta de una información 
adecuada puede ser considerada como uno de los elementos 
determinantes de que el cliente prestara su consentimiento por 
error, pero no conlleva como sanción la nulidad absoluta del 
contrato. 

 

 

En este sentido se pronuncia la sentencia de la Audiencia 
Provincial de Castellón, sec. 1ª, de 30 de abril de 2012: "No es 
que el incumplimiento de la disciplina legal de carácter sectorial 
no pueda fundar en ningún caso la nulidad contractual. Pero la 
constatación de la vulneración puede ser instrumento útil para la 
comprobación de la concurrencia o no del error que se denuncia por 
la parte actora... En definitiva, se trata de que, cuestionándose 
si concurrió error invalidante del consentimiento y puesto que la 
normativa sectorial no establece la nulidad contractual como 
consecuencia de las vulneraciones de la misma, la utilidad de la 
verificación de su cumplimiento se proyecta en el ámbito de la 
comprobación de si la demandante dispuso o pudo disponer de 
información suficiente para neutralizar la existencia del error 
que alegan". 

 
En relación a la acción alternativa, debemos distinguir entre 

inexistencia contractual, nulidad absoluta y anulabilidad o 
nulidad relativa. La inexistencia produce los mismos efectos que 
la nulidad absoluta pero es un concepto que implica la falta de 
un elemento esencial del negocio jurídico (declaración de 
voluntad, objeto, causa y forma en el caso de ser solemne el 



negocio). La nulidad absoluta implica la contravención de una 
norma imperativa o prohibitiva; siendo esta apreciable de oficio, 
y subsanable y con efectos frente a todos. La anulabilidad concurre 
cuando un negocio jurídico tiene algún vicio susceptible de 
invalidarlo, como lo sería un vicio del consentimiento; siendo así 
que el negocio hasta que sea anulado produce todos sus efectos. 
Se sustenta la acción, en un vicio del consentimiento, siendo este 
una causa de anulabilidad de acuerdo con el artículo 1300 del 
código civil establece: "los contratos en que concurran los 
requisitos que expresa el artículo 1261 pueden ser anulados, 
aunque no haya lesión para los contratantes, siempre que adolezcan 
alguno de los vicios que los invalidan con arreglo a la ley"; y 
así la demandante sostiene un error que ha viciado su 
consentimiento a la hora de contratar, con carácter principal. 
Dichaacción de anulabilidad, se basa, no en el desconocimiento del 
producto, sino, según la demanda, en que cuando suscribe las 
acciones, presta su consentimiento viciado por error y por la 
actitud dolosa de la demandada, pues la información sobre la 
solvencia de la entidad demandada, de forma previa a la salida al 
mercado de la citada entidad en julio de 2011, fue notoriamente 
incorrecta, al salir con unos beneficios declarados que superaban 
los 300 millones de euros y meses después reformular las cuentas 
y declarar pérdidas por importe de 2979 millones de euros, y como 
consecuencia de ello, necesitar ayuda pública. La anulabilidad 
concurre, cuando un negocio jurídico tiene algún vicio susceptible 
de invalidarlo, como lo sería un vicio del consentimiento; siendo 
así que el negocio hasta que sea anulado produce todos sus efectos. 
Se sustenta la acción, en un vicio del consentimiento, siendo este 
una causa de anulabilidad de acuerdo con el artículo 1300 del 
código civil establece: "los contratos en que concurran los 
requisitos que expresa el artículo 1261 pueden ser anulados, 
aunque no haya lesión para los contratantes, siempre que adolezcan 
alguno de los vicios que los invalidan con arreglo a la ley". 

No cabe duda que las acciones, no están catalogadas como 
valores complejos. No obstante, siendo aplicable el artículo 79 
bis de la Ley de Mercado de valores, el mismo desarrolla de forma 
concreta la obligación de información que incumbe a las entidades 
de servicios de inversión, que se materializa en los puntos 
siguientes: A) la obligación de mantener, en todo momento, 
adecuadamente informados a sus clientes. B) la información deberá 
ser imparcial, clara y no engañosa. C) obligación de proporcionar 
a los clientes, de manera comprensible, una información adecuada 
sobre la entidad y los servicios que presta; sobre los instrumentos 
financieros y las estrategias de inversión; sobre los centros de 
ejecución de órdenes y sobre los gastos y costes asociados de modo 
que les permita comprender la naturaleza y los riesgos del servicio 
de inversión y del tipo específico de instrumento financiero que 
se ofrece, pudiendo, por tanto, tomar decisiones sobre las 



inversiones con conocimiento de causa. La información referente 
a los instrumentos financieros y a las estrategias de inversión 
deberá incluir orientaciones y advertencias apropiadas sobre los 
riesgos asociados a tales instrumentos o estrategias. D) cuando 
se preste el servicio de asesoramiento en materia de inversiones 
o de gestión de carteras, la entidad obtendrá la información 
necesaria sobre los conocimientos y experiencia del cliente, 
incluidos en su caso los clientes potenciales, en el ámbito de 
inversión correspondiente al tipo de producto o de servicio 
concreto de que se trate; y sobre la situación financiera y los 
objetivos de inversión de aquel, con la finalidad de que la entidad 
pueda recomendarle los servicios de inversión e instrumentos 
financieros que más le convengan. 

Procede analizar, a la vista de todo ello, si se cumplen los 
requisitos jurisprudenciales para la adopción de la nulidad 
contractual instada con carácter principal, y por tanto, la 
doctrina aplicable para que el error sea susceptible de anular un 
contrato. Y al respecto hay que recordar que, al amparo de lo 
dispuesto en los arts. 1261 y 1266 CC, es lugar común exigir la 
concurrencia de los siguientes requisitos. 

 
En primer lugar, se sostiene que el error ha de ser esencial. 

Requisito éste que viene exigido por el propio art. 1266 CC al 
disponer que, para que el error invalide el consentimiento, 
“deberá recaer sobre la sustancia de la cosa que fuere objeto del 
contrato o sobre aquellas condiciones de la misma que 
principalmente hubiesen dado motivo a celebrarlo”. Como no podía 
ser de otro modo, la jurisprudencia es constante a la hora de exigir 
que, para decretar la nulidad del contrato, el error padecido en 
la formación de la voluntad sea esencial. V. así, la STS 18-4-1978 
[ponente: Pedro González Poveda] (Roj: STS 1978\336), según la que 
“para que el error del consentimiento invalide el contrato (...) 
es indispensable que recaiga sobre la sustancia de la cosa que 
constituye su objeto o sobre aquellas condiciones de la misma que 
principalmente hubieren dado lugar a su celebración”. 

 
En segundo término, es común exigir a ese error sustancial 

que también sea excusable o no imputable al contratante que lo ha 
sufrido. La exigencia de este segundo requisito puede contrastarse 
en la STS 18-2-1994 [ponente: Luis Martínez-Calcerrada Gómez] 
(Roj: STS 968/1994), considerada como la decisión que contiene la 
formulación actual del requisito que ahora examinamos. Allí se 
dice que, para ser invalidante, “el error padecido en la formación 
del contrato, además de ser esencial, ha de ser excusable requisito 
que el Código no menciona expresamente y que se deduce de los 
llamados principios de autorresponsabilidad y de buena fe, este 
último consagrado hoy en el art. 7.C.c. Es inexcusable el error 



(de la STS de 4 de enero de 1982), cuando pudo ser evitado empleando 
una diligencia media o regular; de acuerdo con los postulados del 
principio de buena fe, la diligencia ha de apreciarse valorando 
las circunstancias de toda índole que concurran en el caso, incluso 
las personales, y no sólo las de quien ha padecido el error, sino 
también las del otro contratante pues la función básica de 
requisito de la excusabilidad es impedir que el ordenamiento 
proteja a quien ha padecido el error, cuando éste no merece esa 
protección por su conducta negligente, trasladando entonces la 
protección a la otra parte contratante, que la merece por la 
confianza infundida por la declaración; y el problema no estriba 
en la admisión del requisito, que debe considerarse firmemente 
asentado, cuanto en elaborar los criterios que deben utilizarse 
para apreciar la excusabilidad del error: en términos generales 
-se continua- la jurisprudencia utiliza el criterio  de la 
imputabilidad del error a quien lo invoca y el de la diligencia 
que le era exigible, en la idea de que cada parte debe informarse 
de las circunstancias y condiciones que  son esenciales  o 
relevantes para ella en los casos en que tal información le es 
fácilmente accesible y que la diligencia  se aprecia además 
teniendo en cuenta las condiciones de las personas: así es exigible 
mayor diligencia cuando se trata de un profesional o de un experto, 
(por ej., anticuarios en la S.T.S. de 28 de febrero de 1974 o 
construcciones en la S.T.S. de 18 de abril de 1978). La diligencia 
exigible es por el contrario, menor, cuando se trata de persona 
inexperta que entre en negociaciones con un experto (S.T.S. 4 de 
enero de 1982) y siendo preciso por último para apreciar esa 
diligencia exigible apreciar si la otra parte coadyuvó con su 
conducta o no aunque no haya incurrido en dolo o culpa se concluye”. 
La STS de 30 de diciembre de 2009, “también es posible apreciar 
la concurrencia de error como vicio de consentimiento en relación 
con una actuación omisiva de ocultación o falta de información a 
la otra parte de determinadas circunstancias que hubieran podido 
llevarle a no celebrar el contrato en caso de haberlas conocido”. 

 
En tercer lugar, nuestra jurisprudencia también sostiene que 

debe existir un nexo de causalidad entre el error sufrido y la 
finalidad perseguida por el contratante. Y, en este sentido, es 
habitual encontrar sentencias que condicionan el reconocimiento 
del error a “que exista un nexo causal entre el mismo y la finalidad 
que se pretendía en negocio jurídico concertado”, tal y como puede 
leerse en la STS 6-2-1998 [ponente: Pedro González Poveda]. Idea 
que se sigue por nuestras Audiencias tal y como muestra a modo de 
ejemplo, la SAP Madrid (secc. 20ª) 20-9-2011 [Roj: SAP M 
12122/2011]; SAP Barcelona (secc. 13ª) 14-2-2012 [Roj: SAP B 
1219/2012]; o la SAP Oviedo (secc. 7ª) 12-3-2012 [Roj: SAP O 
689/2012]. 



Y, finalmente, también es preciso que el error se haya 
producido o se proyecte en el momento en que se forma y emite la 
voluntad; es decir, en el momento de la celebración del contrato 
y no en épocas posteriores. Son diversas las decisiones que 
sostienen que los vicios del consentimiento han de ser simultáneos 
al momento de formación del contrato y que, por tanto, son 
irrelevantes los acontecimientos posteriores a la prestación del 
consentimiento que, en su caso, podrán dar lugar a responsabilidad 
contractual pero no a la anulación del contrato. En particular, 
refiriéndose al error, puede consultarse la STS 29-12-1978 
[ponente: Pedro González Poveda] (RJ 1978\4482), señalando que “no 
afectan al error los acontecimientos posteriores a la prestación 
del consentimiento”;  STS 29-3-1994  [ponente: Pedro González 

Poveda] (Roj: STS 2118/1994), indicando que “es preciso que el 
error derive de  hechos desconocidos por  el  obligado 

voluntariamente a contratar”; STS 21-7-1997 [ponente: Pedro 
González Poveda] (RJ 1997\4235), afirmando que “el error es un 
vicio de la voluntad que se da o no en el momento de la perfección 
del contrato. No cabe alegar error en el contrato, respecto a un 
hecho que se ha producido en la fase de consumación”; o, en fin, 
la STS  12-11-2004  [ponente: Pedro  González  Poveda] (Roj: 
7324/2004), reconociendo que “no puede fundarse el error vicio del 
consentimiento contractual en el desconocimiento de un hecho 
acaecido con posterioridad a la prestación del consentimiento”. 

 
CUARTO.- Como ya ha quedado expuesto, la demandante adquirió 

las acciones en julio de 2011, en su sucursal de referencia. No 
cabe duda, que la demandante tiene la condición de consumidora, 
siendo aplicable el art. 60 del RD legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, según el cual “1. Antes de contratar, el empresario 
deberá poner a disposición del consumidor y usuario de forma clara, 
comprensible y adaptada a las circunstancias la información 
relevante, veraz y suficiente sobre las características 
esenciales del contrato, en particular sobre sus condiciones 
jurídicas y económicas, y de los bienes o servicios objeto del 
mismo”.En este sentido, debe recogerse el contenido de la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de enero de 2014, que en 
relación al deber de informar por parte de la entidad, determina 
la diferencia entre asesoramiento y mera comercialización: “Como 
afirma la STJUE de 30 de mayo de 2013, caso Genil 48. S.L. 
(C-604/2011 ), "(l)a cuestión de si un servicio de inversión 
constituye o no un asesoramiento en materia de inversión no depende 
de la naturaleza del instrumento financiero en qué consiste sino 
de la forma en que este último es ofrecido al cliente o posible 
cliente" (apartado 53). Y esta valoración debe realizarse con los 
criterios previstos en el art. 52Directiva 2006/73 , que aclara 
la definición de servicio de asesoramiento en materia de inversión 
del art. 4.4Directiva 2004/39/CE . 



El art. 4.4 Directiva 2004/39/CE define el servicio de 
asesoramiento en materia de inversión como " la prestación de 
recomendaciones personalizadas a un cliente, sea a petición de 
éste o por iniciativa de la empresa de inversión, con respecto a 
una o más operaciones relativas a instrumentos financieros". Y el 
art. 52Directiva 2006/73/CE aclara que " se entenderá por 
recomendación personal una recomendación realizada a una persona 
en su calidad de inversor o posible inversor (...)", que se 
presente como conveniente para esa persona o se base en una 
consideración de sus circunstancias personales. Carece de esta 
consideración de recomendación personalizada si se divulga 
exclusivamente a través de canales de distribución o va destinada 
al público. 
De este modo, el Tribunal de Justicia entiende que tendrá la 
consideración de asesoramiento en materia de inversión la 
recomendación de suscribir un swap, realizada por la entidad 
financiera al cliente inversor, "que se presente como conveniente 
para el cliente o se base en una consideración de sus 
circunstancias personales, y que no esté divulgada exclusivamente 
a través de canales de distribución o destinada al público" 
(apartado 55). 
A la vista de esta interpretación y de lo acreditado en la 
instancia, no cabe duda de que en nuestro caso Caixa del Penedés 
llevó a cabo un servicio de asesoramiento financiero, pues el 
contrato de swap fue ofrecido por la entidad financiera, por medio 
del subdirector de la oficina de Palamós, aprovechando la relación 
de confianza que tenía con el administrador del cliente inversor, 
como un producto financiero que podía paliar el riesgo de inflación 
en la adquisición de las materias primas. 
Caixa del Penedés debía haber realizado un juicio de idoneidad del 
producto, que incluía el contenido del juicio de conveniencia, y 
ha quedado probado en la instancia que no lo llegó a realizar. Para 
ello, debía haber suministrado al cliente una información 
comprensible y adecuada sobre este producto, que incluyera una 
advertencia sobre los concretos riesgos que asumía, y haberse 
cerciorado de que el cliente era capaz de comprender estos riesgos 
y de que, a la vista de su situación financiera y de los objetivos 
de inversión, este producto era el que más que le convenía.” 

 

Dicho lo anterior, otro punto de controversia, se centra en 
determinar, dado que es ya criterio mayoritario, que el 
cumplimiento del deber de información corresponde acreditarlo a 
la parte demandada, mas cuando el mismo está regulado legalmente, 
sila información prestada sobre la solvencia de la demandada, se 
correspondía con la realidad, o si en su caso, los datos contables 
no se correspondían con la verdadera situación de la demandada. 
Y a la vista de la documental obrante en autos, resulta que existe 
una importante diferencia, con gran trascendencia para el 



resultado de este pleito, entre los beneficios publicados (309 
millones de beneficios) frente a la situación determinada meses 
después, con pérdidas de 2.980 millones de euros. Volviendo a la 
SAP Valencia, sección novena de fecha 29 de diciembre de 2014, 
“Debe este Tribunal resaltar que estamos ante el mismo y único 
ejercicio social, 2011, de Bankia SA y el folleto está registrado 
y publicitado a mediados de 2011 y el resultado final contable 
auditado de ese ejercicio, aprobado definitivamente y depositado 
públicamente, es radical, absoluta y completamente diferente y 
diverso de lo informado y divulgado en el folleto. Con estos datos 
objetivos, junto con la pericial comentada y valorada, es evidente 
la enorme y sustancial disparidad en los beneficios y pérdidas 
reales dentro del mismo ejercicio (con una mera diferencia 
semestral) revelador, dadas las cuentas auditadas y aprobadas, que 
la sociedad emisora se encontraba en situación de graves pérdidas, 
hasta el punto, por ser un hecho notorio (artículo 281-4 Ley 
Enjuiciamiento Civil)-por conocimiento absoluto y general- que la 
entidad demandada solicitó, pocos meses después de tal emisión, 
la intervención pública con una inyección de una más que relevante 
cantidad de capital, so pena, de entrar en concurso de acreedores. 
Por consiguiente, las mismas cuentas auditadas y aprobadas del 
ejercicio 2011, determinan que la situación financiera narrada en 
el folleto informativo y las perspectivas del emisor, no fueron 
reales, no reflejaban ni la imagen de solvencia publicitada y 
divulgada, ni la situación económico financiera real, y en todo 
caso, dados esos dos datos objetivos incontestables y la pericial 
practicada, demostrativos, en resumen, de la incorrección e 
inveracidad, amén de omisión, de la información del folleto en 
tales datos, debía ser la entidad demandada la que acreditase (dado 
no impugnar esos datos objetivos) que a época de oferta pública 
los datos publicitados eran correctos y reales, extremo no 
ocurrente. Evidente es que no basta -como alega y pretende la 
demandada- cumplir con la información dispuesta de forma regulada, 
sino que el contenido de la misma debe ser veraz, objetivo y 
fidedigno y ello respecto a los beneficios y pérdidas de Bankia 
se ha demostrado que lo informado no era real. La incorrección, 
inveracidad, inexactitud o los errores contables sobre esos datos 
publicitados en el folleto, nos lleva a concluir que la información 
económica financiera contable divulgada al público suscriptor, 
resultó inexacta e incorrecta, en aspectos relevantes, 
primordiales y sustanciales como son los beneficios y las 
pérdidas; por tanto, se vulneró la legislación expuesta del 
Mercado de Valores. No establece la Directiva 2003/71 del folleto, 
-fuera de la orden de su artículo 25 en la imposición de las 
sanciones y medidas administrativas apropiadas-, el régimen de 
responsabilidad civil por esa vulneración, dejándola a la 
regulación del derecho interno de cada estado miembro (así además 
declarado en la sentencia del TJUE de 19/12/2013 -Sala Segunda- 



asunto Inmofinanz AG, C-174/2912 sobre un caso de adquisición de 
acciones de una sociedad con vulneración de tal Directiva) y por 
ello concluye que no es contrario a la Directiva 2003/71/CE (y 
otras), una normativa nacional que en la transposición de la misma: 
“..establece la responsabilidad de una sociedad anónima como 
emisora frente a un adquirente de acciones de dicha sociedad por 
incumplir las obligaciones de información previstas por estas 
Directivas y, por otra parte, obliga, como consecuencia de esa 
responsabilidad, a la sociedad de que se trata a reembolsar al 
adquirente el importe correspondiente al precio de adquisición de 
las acciones y a hacerse cargo de las mismas”. Por consiguiente, 
como se ha expuesto supra, frente a la acción específica de daños 
y perjuicios, fijada en el artículo 28-2 de la Ley del Mercado de 
Valores, nada empece a que tal vulneración pueda sustentar una 
acción como la presente de nulidad por vicio del consentimiento 
con la restitución de las prestaciones sustentada en la normativa 
del Código Civil, en cuanto integre los requisitos propios de la 
misma. A los efectos de la acción ahora entablada, nulidad por 
error en el consentimiento, no se exige, la premisa de sentarse 
una falsedad documental o conducta falsaria por la emisora o sus 
administradores, pues para la protección del inversor, en esta 
sede civil, a tenor de la normativa expuesta, basta con que los 
datos inveraces u omitidos en el folleto, determinantes de la 
imagen de solvencia y económico-financiera de la sociedad, 
hubiesen sido esenciales y relevantes para la perfección 
contractual”. 

 

 
La SAP de Valencia de la misma sección 9ª de 7 de enero de 

2015 ha añadido que “...la Sala conoce perfectamente el contenido 
del mismo por ser un folleto público y divulgado y en concreto el 
dato relevante de solvencia y de los beneficios anunciados de 309 
millones de euros, por haber sido ya expuesto en la sentencia de 
29/12/2914 (Rollo 751/2014) referida supra (…) Es igualmente 
notorio por conocido de forma absoluta que las cuentas finales de 
la entidad demandada del ejercicio 2011 reflejan unas pérdidas 
reales y efectivas de 3.030 millones de euros (dato invocado por 
la recurrente y no discutido por la demandada apelada) y motivo 
sustentador de otro hecho notorio -relevado de prueba conforme al 
art 281-4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil- cual es la petición 
y consecuente intervencion estatal de tal entidad con la oportuna 
inyección de capital público (…) Teniendo presente esos dos datos 
objetivos acreditados, debe este Tribunal resaltar que estamos 
ante el mismo y único ejercicio social (2011) de Bankia SA y el 
folleto está registrado y publicitado a mediados de 2011 y el 
resultado final contable auditado de ese ejercicio, aprobado 
definitivamente y depositado públicamente, es radical, absoluta 
y completamente diferente y diverso de lo informado y divulgado 



en el folleto (…) En todo caso, dados esos dos datos objetivos 
incontestes demostrativos, en resumen, de la incorrección e 
inveracidad, amén de omisión, de la información del folleto en 
tales datos, debía ser la entidad demandada la que acreditase (dado 
no impugnar esos datos objetivos) que a época de oferta pública 
los datos publicitados sobre beneficios y pérdidas eran correctos 
y reales con la situación económico financiera de la emisora, 
extremo no ocurrente. Evidente es que no basta -como alega la 
demandada- cumplir con la información dispuesta de forma regulada, 
sino que el contenido de la misma debe ser veraz, objetivo y 
fidedigno y ello respecto a los beneficios y pérdidas de Bankia 
se ha demostrado que lo informado no fue real. La incorrección, 
inveracidad, inexactitud o los errores contables sobre esos datos publicitados 
en el folleto, nos lleva a concluir –al igual que en la repetida sentencia de 
29/12/2014- que la información económica financiera contable divulgada al 
público suscriptor, resultó inexacta e incorrecta, en aspectos relevantes, 
primordiales y sustanciales como son los beneficios y las pérdidas de la 

sociedad emisora (…) El fundamento presente debe concluir con la 
advertencia de que a los efectos de la acción ahora entablada, 
nulidad por error en el consentimiento, no se exige la premisa de 
sentarse una falsedad documental o conducta falsaria por la 
emisora o sus administradores, pues para la protección del 
inversor, en esta sede civil, a tenor de la normativa expuesta, 
basta con que los datos inveraces u omitidos en el folleto, 
determinantes de la imagen de solvencia y económico-financiera de 
la sociedad, hubiesen sido esenciales y relevantes para la 
perfección contractual...” 

Esta situación es perfectamente extrapolable al caso de 
autos, a la vista de la prueba documental unida a las actuaciones. 
Y a la vista de todo ello, se puede concluir, que efectivamente 
en el momento de la compra de las acciones, el consentimiento de 

la demandante incurrió en error. No estamos ante error, en cuanto 
a las características de las acciones, ni en cuanto al riesgo 
inherente a las mismas, sino error en cuanto a las condiciones y 
solvencia anunciada y publicada de la entidad emisora, solvencia 
que "incitó" y motivó la celebración del contrato, y que a la vista 
de las circunstancias posteriores acreditadas en autos, 
evidencian que la situación financiera del folleto no era real y 
la solvencia financiera no era tal. Correspondía a la parte 
demandada la carga de la prueba sobre la veracidad de dichos datos, 
prueba que no ha sido aportada. El error en que incurrió la 
demandante, es relevante y esencial, por las consideraciones, 
nuevamente recogidas en la citada Sentencia de la Sección Novena 
de la AP Valencia: "1º)Se anuncia y explicita públicamente al 
inversor, una situación de solvencia y económica con relevantes 
beneficios netos de la sociedad emisora de las nuevas acciones, 
además con unas perspectivas, que no son reales. 2º) Esos datos 
económicos, al encontrarnos ante un contrato de inversión, 



constituyen elementos esenciales de dicho negocio jurídico, hasta 
el punto que la propia normativa legal expuesta exige de forma 
primordial su información al inversor y con tales datos evalúa y 
considera el público inversor su decisión de suscripción, 
resultando obvia la representación que se hace el inversor, ante 
esa información divulgada: va a ser accionista de una sociedad con 
claros e importantes beneficios, cuando realmente, está 
suscribiendo acciones de una sociedad con pérdidas 
multi-milmillonarias. 3º)Siendo contratos de inversión, en 
concreto de suscripción de nuevas acciones, donde prima la 
obtención de rendimiento (dividendos), la comunicación pública de 
unos beneficios millonarios, resulta determinante en la captación 
y prestación del consentimiento. 4º) El requisito de excusabilidad 
es patente: la información está confeccionada por el emisor con 
un proceso de autorización del folleto y por ende de viabilidad 
de la oferta pública supervisado por un organismo público, 
generando confianza y seguridad jurídica en el inversor”. Así se 
declara también en la SAP Valencia de 7 de enero de 2015, SAP 
Valencia sección 9ª de 21 de enero de 2015, y SAP Valencia Sección 
8ª 25 de febrero de 2015. 

 
Por todo ello, debe estimarse la acción ejercitada en la 

demanda, en cuanto a la existencia de error en el consentimiento 
prestado por la demandante. 

 
QUINTO.- En cuanto a los efectos jurídicos derivados de dicha 

declaración de nulidad, deberán las partes restituirse 
recíprocamente las prestaciones que fueron objeto de contrato, de 
conformidad con el artículo 1303 CC, que impone que deben 
restituirse recíprocamente las cosas del contrato con sus frutos 
y el precio con sus intereses. De esta forma se produce la 
"restitutio in integrum", con retroacción "ex tunc" de la 
situación, al procurar que las partes afectadas vuelvan a tener 
la situación personal y patrimonial anterior al evento 
invalidador. Por ello,el actor devolverá a Bankia SA las acciones 
suscritas, y Bankia S.A. deberá devolver a la demandante el importe 
de la suscripción (30.000,00 €) más los intereses legales desde 
la fecha de la compra de las acciones (8/07/2011) hasta la fecha 
de la sentencia y los intereses del Art. 576 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil desde la fecha de la sentencia hasta la fecha 
de la restitución, a lo que debe deducirse los dividendos 
percibidos por la demandante con sus intereses legales. 

SEXTO.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 394 
de la LEC se imponen las costas a la parte demandada, sin que quepa 
apreciar dudas de hecho ni de derecho. 



Vistos los artículos citados, concordantes y los demás de 
general aplicación, 

 

FALLO 
 

Que estimando la demanda formulada a instancia de Dña. 
Concepción Sánchez Pérez, representada por la Procuradora Sra. 
Ballester Gómez, contra la mercantil Bankia S.A., representada por 
la Procuradora Sra. Gil Bayo, debo declarar y declaro la nulidad 
del contrato de suscripción de acciones de Bankia celebrado entre 
la demandante y demandada en fecha 8 de julio de 2011, por la 
existencia de error esencial  relevante y excusable en el 
consentimiento,  ordenándose la restitución recíproca de 
prestaciones que fueron objeto del contrato, por tanto, condeno 
a la demandada Bankia S.A. a la devolución de la suma reclamada 
de 30.000,00 € más los intereses legales desde la fecha de la compra 
de las acciones (8.7.2011) hasta la fecha de la sentencia y los 
intereses del Art. 576 de la Ley de Enjuiciamiento Civil desde la 
fecha de la sentencia hasta la fecha de la restitución, a lo que 
debe deducirse los dividendos percibidos por el actor con sus 
intereses legales, y debiendo el actor devolver a la demandada las 
acciones suscritas; con imposición de costas a la parte demandada. 

 
Notifíquese la presente resolución a las partes en la forma 

legalmente señalada, poniendo en su conocimiento que contra la 
misma cabe interponer recurso de apelación a resolver por la 
Audiencia provincial de Valencia, el cual se interpondrá ante este 
Juzgado en el plazo de VEINTE DÍAS siguientes a su notificación, 
siguiendo los trámites establecidos en los artículos 458 y 
siguientes de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil. Así mismo 
para la admisión de la interposición de la apelación será precisa 
consignación de un depósito de 50 € en la cuenta del Juzgado nº 
4553( Disp. Adic. 15ª.4 L.O. 1/2009). 

 
Así por esta mi Sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 



 
 
 
 
 
 
 

 

PUBLICACIÓN.- Dada, firmada y publicada ha sido la anterior 
Sentencia por la Sra. Magistrada-Juez que la suscribe el día de 
su fecha . Doy fe. 


